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			A Milagros, por haber elegido llevar su  




			capital a cuestas; a Anton, perquè és capital. 


			

		


		

		

		



			

	    


	 	

	    

            



			 






			NOTA A LA PRESENTE EDICIÓN 




			



			 






			Muchas cosas han ocurrido en el año y medio que ha pasado desde que se terminó de escribir la primera edición este libro. La más señalada, probablemente, ha sido la rápida extensión de una amplia percepción social sobre la existencia de grandes exageraciones en la política de infraestructuras en España en los últimos años. Por qué se han hecho tantas infraestructuras que no se usan es una de las cuestiones más pujantes sobre la política pública española en los últimos años. La actualización y ampliación en esta segunda edición persigue conectar la obra con la respuesta a esta cuestión, y ofrecer algunas recomendaciones para aminorar los problemas económicos causados por una visión tan administrativa de la política. Espero que pueda tener alguna utilidad en este sentido. 
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			«No creo que sea completamente inútil para contribuir a la solución de los problemas políticos distanciarse de ellos por algunos momentos, situándolos en una perspectiva histórica. En esta virtual lejanía parecen los hechos esclarecerse por sí mismos y adoptar espontáneamente la postura en que mejor se revela su profunda realidad» (José Ortega y Gasset, España invertebrada, 1921, p. 29). 




		


		

		

		



			 






			«Atando cabos» podría haber sido otro subtítulo para esta obra. Su origen está en la curiosidad —más bien necesidad— de entender unas características tan particulares como las que tiene la política de infraestructuras en España: un entusiasmo por la alta velocidad ferroviaria que nos convertirá en poco tiempo en los líderes europeos, con el horizonte de conectar Madrid con todas las capitales de provincia, al tiempo que se ha menospreciado el ferrocarril de mercancías; un modelo centralizado y conjunto de gestión de los aeropuertos que no tiene parangón entre los países comparables; un modelo mixto (peajes ¿sí o no?) y con gran asimetría territorial de financiación de las autopistas… Estas cuestiones se fueron revelando ante mí a través de mis actividades tanto académicas como políticas a finales de los noventa y comienzos de los 2000. 




			Un hecho me hizo pensar en la posibilidad de que existiese alguna regularidad histórica en la base de este tipo de políticas: la observación de algunos paralelismos llamativos entre los modelos de desarrollo y de financiación de las autopistas en la segunda mitad del siglo XX —a partir de mis propias investigaciones sobre la materia—1 y de los ferrocarriles en la segunda mitad el siglo XIX —aprendidos en la tesis doctoral del profesor Alfonso Herranz Loncán,2 de cuyo Comité formé parte en 2003—. Desafortunadamente, a pocos economistas les interesa la Historia; pero a casi todos nos entusiasman las regularidades. De ahí que me pareciese una excelente idea distanciarme de los problemas políticos del momento, para intentar comprenderlos, situándolos en una perspectiva histórica. Mis estancias como profesor visitante en Cornell University en 2004-2005 y como investigador visitante en Harvard University en 2005-2006 me ayudaron ciertamente a coger bastante distancia. Los mimbres de este proyecto estaban trenzados ya en 2007, y sólo la afortunada insistencia de Emili Rosales y Ramon Perelló, de Destino, ha evitado que pospusiera su ejecución en forma de libro hasta 2012, como era mi propósito inicial. El resultado lo tiene el lector en sus manos. 




			Para tomar perspectiva histórica, este libro le invita a realizar un viaje por la historia de España en los tres últimos siglos. Nuestro punto de partida es el Madrid de 1561, designado por Felipe II capital permanente de la corte de los Austrias. El viaje propiamente dicho se inicia en 1720 a través de las carreras de postas definidas por Felipe V, quien cambia por decreto —literalmente hablando— el mapa de las comunicaciones de España. Continuamos por las carreteras radiales pensadas por Fernando VI e impulsadas por Carlos III. Por ellas transitamos hasta llegar a la España del ferrocarril, a mediados del siglo XIX. El ferrocarril convencional nos lleva hasta las autopistas del siglo XX, el siguiente hito de nuestro viaje, que desemboca a una velocidad cada vez mayor en la España actual, caracterizada por el tren de alta velocidad y por el transporte aéreo.  




			Y, como predecía Ortega y Gasset, vistos desde la lejanía los hechos parecen esclarecerse por sí mismos y adoptar espontáneamente la postura en que mejor se revela su profunda realidad.  




			Madrid ocupa una posición central en este relato, como no podía ser de otra manera. La capital de España ha accedido al estatus de capital económica en las últimas décadas, lo que unido a su condición de capital política la ha convertido en «capital total». Un «París de España», como desearon desde los primeros monarcas borbónicos —de origen francés— hasta ilustres reformadores de la España contemporánea. En romántica expresión de Santos Juliá: «París es de nuevo, y será siempre, el espejo en que los madrileños, viajeros como Mesonero, exiliados como Fernando de los Ríos, o becarios para ampliar estudios como Azaña, contemplan su ciudad y les obliga a cambiar su mirada».3 




			Es preciso reconocer que algunas de las ideas que se exponen y documentan en este libro son buenas, pero no son nuevas. La idea de que Madrid debe su condición de capital económica a su situación, a la capitalidad político-administrativa y al sistema radial de transportes y comunicaciones ha sido ya expresada —y muy gráficamente por cierto— por autores como el profesor José Luis García Delgado, catedrático de Economía Aplicada de la Universidad Complutense de Madrid. La cita es larga, pero su plasticidad incuestionable: «Tres son los factores que, combinadamente, explican la importancia que alcanza la economía de Madrid […]. El primero de dichos elementos no es otro que la situación geográfica que Madrid ocupa en el centro geométrico del territorio peninsular […]. La capitalidad político-administrativa constituye el segundo factor explicativo de lo que ha alcanzado a ser la economía de Madrid […]; para la economía de Madrid es determinante su elección como capital de la burocracia pública con competencias en todo el territorio nacional […]. Los dos mencionados resortes del destino de Madrid acabarán por decidir el tercero, ya sugerido: el sistema radial de transporte y comunicaciones interiores, al que responden básicamente los trazados postal, ferroviario y de carreteras (y del tráfico aéreo regular, más tarde)».4 Los efectos de esta combinación han sido ciertamente decisivos en la conformación del París de España, como se desprende de la conclusión al efecto del profesor García Delgado: «Más aún: situación, capitalidad político-administrativa y estructura radial de transportes y comunicaciones generan a través de sus múltiples interacciones otras posiciones ventajosas para la economía de Madrid […]. La suerte estará entonces definitivamente echada: Madrid, capital económica de España, en sentido pleno y en términos estrictos».5 Es decir, capital total, y con carácter irreversible. 




			Ratificado el qué y los factores que lo explican, el reto principal es entender el porqué. Para este propósito, en esta obra se proponen algunas ideas quizá más novedosas, y que tengo la esperanza de que además sean buenas: 




			Primero, la idea de que las políticas radiales en infraestructuras de transporte, al responder primordialmente a objetivos políticos y administrativos, no podían ser soportadas por la dinámica de la actividad económica. Por ese motivo exigieron una intensa asignación de recursos presupuestarios en forma de subvenciones y ayudas que hicieron posible aquello que la legislación por sí sola no podía conseguir. Esto fue así, y así sigue siendo. 




			Segundo, estas políticas responden a un patrón histórico regular y continuado en la política española, iniciado con el acceso a la Corona de la dinastía borbónica a comienzos del siglo XVIII; traducen en la práctica el proyecto de hacer un país como Francia, con una capital como París. 




			Tercero, la vigencia continuada de este patrón histórico permite entender por qué las políticas de infraestructuras en la España actual son tan singulares y diferentes a las de los países de nuestro entorno.  




			Creo cumplido de forma suficientemente satisfactoria mi propósito de entender —y contribuir a que se entienda— la naturaleza de la política de infraestructuras en España, mediante su contextualización en un proyecto político más general de país: lograr una España como Francia, con una capital como París. Por supuesto, y como mandan los cánones teológicos, entre entender y comprender media una gran distancia. Y cuando el entendimiento no basta para la comprensión, el acto de fe se convierte en imprescindible. Dejo a la voluntad del lector tal acto de fe, que queda lejos de mi naturaleza —más bien poco confesional— en materia de políticas públicas. 




			En este punto, una precisión es obligada para evitar malentendidos. Ésta es una obra con vocación explicativa e interpretativa. No tiene, sin embargo, una pretensión propositiva. Por varios motivos. Primero, para no aburrir al lector más de lo estrictamente imprescindible; de ahí que no crea necesario repetir propuestas de política pública en este ámbito, que ya he publicado en ocasiones anteriores, algunas de ellas muy recientes y de fácil acceso para el lector interesado.6 




			Segundo, y más importante: porque no existe demanda relevante de alternativas a la actual política de infraestructuras en España. Este ámbito es el único en que existen acuerdos sistemáticos entre el partido del Gobierno y el principal de la oposición (y única alternativa fáctica de gobierno). La reforma de la Ley de Puertos del Estado, tramitada en el Parlamento en 2010, ha sido pactada por PSOE y PP, poniendo de manifiesto la semejanza de sus planteamientos. Asimismo, la coincidencia en el modelo de gestión y financiación de aeropuertos es total en la práctica, como se documenta en el capítulo 6. Del mismo modo, coinciden PSOE y PP en su modelo ferroviario, pues el actual Gobierno había asumido las prioridades establecidas por el anterior del PP en materia de corredores ferroviarios de mercancías y su conexión con la red europea,7 y en la extensión de la red de ferrocarril de alta velocidad. En suma, no existen discrepancias en la naturaleza territorial de los modelos de infraestructuras. 


			

			Dicho en términos contables: 323 de los diputados en el Congreso, de los grupos Socialista y Popular, más UPyD, coinciden en los ejes fundamentales de la política de infraestructuras aplicada. Esta cifra supone el 92 por ciento del Congreso, y reúne el 85 por ciento de los votos emitidos en las últimas elecciones legislativas de 2008. Por supuesto, esto no implica necesariamente que todos y cada uno de los 323 parlamentarios la secunden en su integridad; pero éste es un matiz que carece de relevancia práctica en un sistema electoral y parlamentario como el español. Es lo que hay, y a las alternativas no se las espera. De ahí que su formulación, que puede tener un cierto interés intelectual, carezca de relevancia práctica. 




			En su magnífico análisis de los aspectos geográficos y territoriales de la política española actual, Enric Juliana se interroga hacia dónde irá ese «país vigoroso y desorientado» que es España.8 En mi opinión, en el ámbito de la política territorial, estamos asistiendo hace tiempo a un período de recuperación del rumbo, mucho más que de desorientación. De retorno al patrón histórico, al proyecto de hacer una España como Francia, ahora que la capital ya es como París; proyecto que ha gozado de apoyo mayoritario en España en los tres últimos siglos. Dando, por tanto, por clausurado el paréntesis que supuso la Transición y los primeros años de democracia, y propiciando el retorno de las aguas a su cauce. Cauce que, por cierto, nunca ha abandonado realmente la política de infraestructuras.  




			Y así llegaremos al final de nuestro viaje, al punto final de esta historia. En las últimas páginas de este libro, de carácter mucho más especulativo, me tomo la libertad de aventurar qué dirección pueden tomar algunas discusiones sobre políticas públicas en un futuro que ya ha comenzado. Como es bien conocido, los economistas tenemos una gran tendencia a equivocarnos cuando hacemos predicciones, y una vez acaecido el futuro debemos explicar por qué erramos al predecirlo. Deseo sinceramente que ése sea también mi caso en esta ocasión. 
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CAPÍTULO 1 




			



			 






			¿UN MADRID COMO PARÍS? 




			



			 






			La idea principal que se sustenta en esta obra es que Madrid se ha convertido en capital total de España, adquiriendo un papel similar al que una capital como París desempeña en un país como Francia.  




			Madrid adquirió el estatus de capital administrativa de la monarquía de los Austrias en 1561, cuando Felipe II designó a la ciudad como sede permanente de la Corte. Un siglo y medio después, tras la guerra de Sucesión que acaba en 1714 y los Decretos de Nueva Planta, Madrid adquirió el estatus de capital política de España, al extender su poder a los territorios de la antigua Corona de Aragón como consecuencia de la supresión de los fueros políticos de los mismos, y de la centralización del poder político. Mucho más recientemente, a finales del siglo XX, Madrid adquiere el estatus de capital económica de España. El resultado de la concentración de la capitalidad política y la capitalidad económica es la transformación de Madrid en capital total, en el París de España. 




			Este proceso responde a un proyecto político puesto en marcha en el siglo XVIII, tras el acceso de la dinastía de los Borbones a la Corona. Su origen francés, y el hecho de que Francia fuese una gran potencia de la época —seguramente la gran potencia— y París una gran capital —seguramente la gran capital— fueron determinantes para la adopción del modelo francés como pauta a seguir para España. Tiene su lógica: la España de finales del siglo XVII se hallaba en decadencia, que se había acentuado a partir de la batalla de Rocroi el 19 de mayo de 1643, precisamente contra los ejércitos franceses. Ésta fue la primera derrota en campo abierto de los ejércitos de España desde el inicio de su período imperial, y simbolizó la caída del sistema militar que había sostenido a España.1 Culminada la guerra de Sucesión en 1714, la nueva dinastía se propondrá superar la decadencia de España mediante el proyecto de construir un país como Francia, con una capital como París. 




			Tal proyecto forma parte medular de la política española desde inicios del siglo XVIII. Es una corriente de fondo potente, que ha experimentado algunos altibajos, el último de los cuales ha sido la reciente transición democrática y los primeros años de la democracia. La vigencia tan constante de este proyecto de organización del país y del poder sólo se entiende si se considera que ha gozado de un apoyo mayoritario amplio y continuado de las élites y de la población de España. De ahí que, tras altibajos puntuales, las aguas hayan vuelto siempre a su cauce. 




			Con mayor o menor intensidad, esta corriente de fondo ha tenido un peso determinante en la formulación y aplicación de diversas políticas públicas. Entre ellas destaca la política de infraestructuras y de transportes, muy importante para la ordenación del territorio y, por ello, con un gran potencial para determinar la ordenación del poder político. A su vez, la existencia de esta lógica de fondo —de este patrón— en la historia de la política de infraestructuras permite entender por qué tal política reviste unos rasgos tan singulares en España, cuando la comparamos con las políticas aplicadas en los países de nuestro entorno geográfico y económico. 




			Las políticas de transporte en los países de nuestro entorno han tendido a priorizar la aportación de las infraestructuras a la productividad y a la actividad económica. En el caso de España, por el contrario, el objetivo de ordenación territorial en el marco de una preferencia específica por la ordenación del poder político —la centralización— ha sido dominante. El desarrollo de este capítulo ilustra estas consideraciones, y las pone en contacto con los principales aspectos de la reciente política de infraestructuras. 




			



			 






			¿«SPAIN IS DIFFERENT»? 




			



			 






			Esta frase hizo fortuna en las décadas de los sesenta y setenta, cuando por motivos de apertura económica al exterior y crecimiento del turismo cada vez más europeo se iba conociendo la España de la época. El «España es diferente» daba fe de la pervivencia de un régimen dictatorial en un entorno —Europa occidental— presidido por las libertades políticas y la democracia. Tal lastre imponía una carga pesada en los ámbitos de las libertades civiles, la economía, la cultura y las relaciones sociales. Por eso, a raíz de la restauración de la democracia, tanto en la transición política como en los años posteriores, uno de los objetivos que suscitaron más consenso político y social fue, precisamente, dejar de ser diferente. Es decir, ser más parecidos a nuestros vecinos —más recientemente socios— europeos. Un hito importante en este camino fue el acceso en 1986 a la Unión Europea —entonces Comunidad—. Visto con perspectiva, la conclusión es indiscutible: lo hemos logrado. España es —y parece, en general— un país europeo más. Tiene sus particularidades, como todos. Pero en lo sustancial, España es un componente más del modelo social, económico y político de Europa. Lo queríamos, y lo hemos conseguido. 




			España ya no es different…, pero algunas particularidades son todavía bastante llamativas. En el terreno de la política de infraestructuras y transporte, España tiene tanta singularidad, es tan única en tantos aspectos, que se ha convertido en uno de los últimos vestigios de la casticidad y de la diferencia respecto a nuestros socios. Porque ningún otro país ha hecho un objetivo de Estado la «idea» de conectar en tren de alta velocidad todas —todas— las capitales de provincia con la capital política. Porque tenemos un sistema mixto de financiación de autopistas (entre peajes y presupuesto) singular en Europa. Porque tenemos un modelo de gestión centralizado de aeropuertos que es único entre los países de un cierto tamaño, población y mercado aéreo en el mundo desarrollado. Porque… Pero mejor vayamos paso a paso. 




			Un principio rector de la política de infraestructuras de todos los gobiernos españoles durante toda la década de los 2000 ha sido el de establecer en España la red de ferrocarril de alta velocidad más larga del mundo (en expresión explícita del presidente del Gobierno José Luis Rodríguez Zapatero). Y, en efecto, en poco tiempo seremos los campeones europeos de la alta velocidad ferroviaria (lo que no es poco: ¿quién podría con China?). Superaremos incluso a Japón y Francia, países pioneros en el desarrollo de la alta velocidad. Para conseguirlo, la inversión en ferrocarriles en España se ha convertido en la más alta entre todos los modos de transporte desde 2007,2 como se puede apreciar en el gráfico 1. Esto es un verdadero hito de la política de infraestructuras, después de muchas décadas de predominio de la carretera. Y, por supuesto, la inversión ferroviaria en España se ha convertido en la más alta de la Unión Europea, en términos relativos a la riqueza de España. O, como decimos los economistas, «en términos del PIB» (Producto Interior Bruto). 
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			Esto ha implicado —e implica— un gran esfuerzo del presupuesto público, ya que el grado de recuperación mediante pago de los usuarios de la inversión en infraestructura ferroviaria es extremadamente bajo, a diferencia de lo que sucede en otros modos, como los aeropuertos. Aunque sea todavía poco conocido, es necesario tener en cuenta que el coste de la inversión en líneas de ferrocarril (también en las del AVE) está financiado en su práctica totalidad por los presupuestos públicos, mientras que el coste de la inversión en los aeropuertos está financiado en general por los usuarios —mediante tasas de diferentes tipos—, y no recibe aportaciones significativas de los presupuestos (al menos hasta ahora). 




			No obstante, no deja de ser bastante paradójico que, a pesar de tan gran esfuerzo presupuestario, la cuota del transporte de mercancías por ferrocarril no ha dejado de disminuir en España. Entre 2000 y 2008 el porcentaje de mercancías transportadas en tren ha pasado de más del 7 por ciento a menos del 4 por ciento. Por tanto, la caída de la cuota del ferrocarril ha superado ampliamente el 40 por ciento. Esta caída es muy superior a la del conjunto de la UE, donde la cuota del ferrocarril se redujo un 10 por ciento, y donde el tren sigue transportando casi una quinta parte de las mercancías.3 Y, desafortunadamente, no se puede afirmar que la cuota del ferrocarril en el transporte de viajeros haya compensado esta evolución. Los datos para 2008, con las últimas líneas de AVE ya en servicio, sugieren que la cuota del ferrocarril en pasajeros habría crecido entre tres y cuatro décimas en el último año (a gran coste económico) y se mantenía en sus niveles de inicio de la década. Algo que, por cierto, se ha conseguido también en el conjunto de la UE, pero a un coste económico muy inferior. 




			La degradación del ferrocarril como medio de transporte de mercancías en España, además de paradójica, es muy preocupante: la principal aportación económica y social del ferrocarril en la movilidad interurbana es el transporte de mercancías. Una buena oferta de este tipo de transporte, segura y fiable, evita congestión en la carretera y reduce el impacto ambiental y la siniestralidad. Por el contrario, el impacto económico y social del tren de alta velocidad es muy inferior, como se discute más ampliamente en el capítulo 5. La gran inversión en ferrocarril en España (recordemos: la mayor de UE en porcentaje del PIB) se ha correspondido con una peor contribución a la productividad y al bienestar social. 




			¿Qué puede explicar esto? Quizá no sea tan paradójico, después de todo. A pesar de la gigantesca inversión efectuada, en España no se ha prestado atención a las necesidades del ferrocarril de mercancías, pues casi todas las energías y recursos materiales y humanos han estado volcados en el AVE de pasajeros. Por ello, por ejemplo, subsisten graves problemas de deficiencia en las conexiones entre los grandes puertos peninsulares de España y la red de ferrocarril. Son graves porque la conexión intermodal entre transporte marítimo y transporte ferroviario es crucial para aumentar la eficacia del ferrocarril. Pero no sólo esto; provoca una gran sorpresa que la prioridad establecida en 2003 por el Gobierno como línea de ferrocarril en la red transeuropea para mercancías fuese el trayecto Algeciras-Madrid-Zaragoza-Pirineos-Francia. 




			España es única en el sentido de que no existen otros países tan «costeros» en que las prioridades del ferrocarril de mercancías se sitúen a más de 300 kilómetros de los principales puertos por volumen de carga. ¿Por qué no se dio prioridad a la conexión de Algeciras a Francia a través del corredor mediterráneo? Éste es, con diferencia, el corredor con mayor volumen de tráfico de mercancías en España, aún más si consideramos las que se dirigen a y proceden del resto de Europa. Por dar sólo un dato, cuando estas decisiones fueron tomadas, a principios de los 2000, casi el 40 por ciento de las exportaciones españolas se originaban en las regiones del Mediterráneo (sin considerar Andalucía).4 Pero su red ferroviaria todavía presenta lagunas inexplicables, como la ausencia de conexión entre Almería y Murcia, la muy deficiente conexión desde Murcia hacia el norte, o la existencia de una única vía entre Vandellòs y Tarragona.5 Todo esto en el contexto de la necesidad de modernización general del conjunto del corredor mediterráneo. En consonancia con las posiciones expresadas por la Comisión Europea y por el gobierno francés, el gobierno español solicitó en junio de 2010 la inclusión del corredor mediterráneo como prioritario en la red transeuropea. ¿Aceptará la comisión la existencia de dos prioridades en el caso de España? ¿Cuál será la opción en el caso de que haya que elegir? Para conocer la respuesta a estas preguntas habrá que esperar a finales de 2011, cuando se van a tomar las decisiones finales de la Unión Europea a este respecto. 




			La peculiaridad de España no es menor por lo que respecta a la forma de financiar las carreteras de gran capacidad: carreteras de doble calzada, autovías y autopistas libres de peaje, y autopistas de peaje (autopistas de peaje y autopistas libres de peaje, en adelante). Los peajes cubren aproximadamente el 20 por ciento del total de las autopistas en España. Este porcentaje sube al 25 por ciento en el caso de la red de autopistas a cargo del Estado, todas ellas sometidas a explotación mediante concesión a empresas privadas.6 El resto de autopistas son libres de peaje. 




			El caso del sistema mixto de España es singular. Entre los países de la Unión Europea, algunos tienen un modelo de financiación de autopistas fundamentalmente basado en los peajes, que cubren casi toda la red y están distribuidos regularmente a lo largo de su territorio: Francia, Italia, Portugal, Grecia y Eslovenia. En el resto de países de la Unión Europea tienen una presencia muy poco relevante (Austria y finlandia), marginal o nula los peajes directos.7 En los casos de Austria (desde 2004) y Alemania (desde 2005), se han introducido recientemente peajes para vehículos pesados en toda la red de autopistas. 




			Tenemos, pues, un sistema mixto de financiación de las autopistas muy peculiar en el contexto de la Unión Europea, y con un rasgo diferencial de carácter aún más excepcional: la gran variabilidad interterritorial del peso de los peajes. Estas características confieren una gran singularidad al modelo español de financiación de autopistas en el marco de la Unión Europea. En el capítulo 4 se analiza la superposición de modelos de políticas de infraestructuras viarias que ha llevado a este resultado. 




			Pero es todavía mayor la excepcionalidad del sistema de gestión de los aeropuertos en España. Prácticamente todos los aeropuertos comerciales de España están gestionados por el ente público Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea —AENA—, dependiente del Ministerio de Fomento (que también gestiona hasta ahora el control del tráfico aéreo). Las únicas excepciones —más bien anecdóticas en términos de dimensión— son los aeropuertos de Ciudad Real, de propiedad mixta privada-pública (territorial), que entró en servicio el 18 de diciembre de 2008, y de Lleida-Alguaire (de propiedad pública autonómica), cuyo primer vuelo comercial se produjo el 5 de febrero de 2010. Además, está previsto el inicio de operaciones en un futuro próximo en el aeropuerto Región de Murcia, promovido por el Gobierno regional y cuya gestión se ha concesionado a un grupo de empresas privadas. Con todo, los 47 aeropuertos gestionados por AENA han movido más de 187 millones de pasajeros en 2009, más del 99,9 por ciento del total. 




			El de España es el único caso entre los países comparables —por su superficie, estructura de ciudades y tamaño del mercado aéreo— de la Unión Europea (y de la OCDE) en que una empresa pública y centralizada gestiona de forma conjunta los aeropuertos comerciales, a diferencia de lo que sucede en Alemania, Australia, Canadá, Estados Unidos, Francia, Italia, Japón y Reino Unido.8 Sólo en el caso de Rumanía, entre los países de dimensión y población relativamente comparables (aunque con un mercado aéreo de tamaño muy inferior), se da un sistema de gestión similar al español. En este momento se halla en curso un proceso de reforma (relativa) de los aeropuertos españoles, cuyo aspecto fundamental es la separación del control de tráfico (que se gestiona generalmente a nivel centralizado) y la gestión de los aeropuertos. Sin embargo, los ejes fundamentales de este sistema (fijación de tasas, decisión de inversiones y asignación de franjas horarias para las operaciones de vuelo) se mantendrán bajo control estrictamente centralizado. ¿Por qué se mantiene con tozudez el sistema centralizado de gestión de los aeropuertos españoles, en contra de lo que es habitual en nuestro entorno? En el capítulo 6 se ofrece una discusión más amplia de estas cuestiones. 




			



			 






			¿POR QUÉ SOMOS TAN ESPECIALES? 




			



			 






			¿Cómo pueden entenderse una serie de propiedades tan peculiares como las relatadas? ¿Cómo explicar que la política de infraestructuras en España tenga unas características tan singulares? Una manera de abordar la respuesta a estas cuestiones sería la propia de los períodos más autosuficientes de una gran potencia mundial como Estados Unidos (por ejemplo el de la reciente presidencia de George W. Bush). En este sentido, cabría preguntarse: ¿por qué el resto del mundo es diferente a nosotros? Pero no me parece una estrategia de análisis adecuada para un país mediano como España (seguramente tampoco lo es para Estados Unidos).  




			Creo que es más apropiado formular la cuestión siguiente: ¿por qué somos tan diferentes al resto del mundo? Responder a esta pregunta es el propósito principal de esta obra. Y la respuesta que se ofrece es la siguiente: el español es un caso extremo de uso de la política de infraestructuras al servicio de la jerarquización territorial y de la ordenación del poder en España. Este objetivo ha tenido en España mucha más importancia que el servicio a las necesidades prioritarias de transporte, tanto del sistema productivo como de la movilidad interurbana cotidiana, que es la orientación primordial de la política de infraestructuras y de transporte en los países de nuestro entorno. 




			En síntesis, la explicación que propongo es que la política de infraestructuras en España ha estado al servicio de un objetivo que, formulado en el transcurso del siglo XVIII, está desde entonces en el trasfondo de la política española: conseguir un país como Francia, con una capital como París. El capítulo 2 de este libro revisa esta cuestión. 




			Por supuesto, la intensidad con que se ha perseguido tal objetivo ha estado sujeta a los avatares y a las circunstancias políticas y económicas de la reciente historia de España. Diferentes períodos han enfatizado o postergado su prosecución. Pero la tendencia de fondo se ha mantenido en esa dirección. A mi juicio, en los inicios del siglo XXI, es difícil afirmar que España ha conseguido ser un país como Francia. No obstante, me parece ponderado afirmar que la capital política, Madrid, ha llegado a conseguir un estatus en España similar al que tiene París en Francia. 




			El asunto me parece relevante y actual porque una característica distintiva de la España reciente es que el proceso de transformación de Madrid en París se ha convertido en irreversible. Como se ha dicho, Madrid, capital administrativa desde mediados del siglo XVI, logra la capitalidad política real sobre toda España en el siglo XVIII. La capitalidad administrativa y política, sin embargo, no había llevado aparejado el estatus de capital económica… hasta hace poco. 




			En las dos últimas décadas, Madrid ha accedido al estatus de capital económica de España.9 La Comunidad de Madrid es la región española con mayor producto interior bruto per cápita; en 2009, su PIB per cápita fue un 38 por ciento más alto que el del conjunto de España.10 Aquí se hallan las sedes de la gran mayoría de las empresas multinacionales españolas; la región atrae una proporción muy alta de la inversión exterior; se han desarrollado sectores de gran valor añadido como el audiovisual, y cuenta con una gran proporción de la actividad vinculada a las altas tecnologías y al conocimiento. 




			Como consecuencia de todo esto, más del 30 por ciento de las 5.000 principales empresas españolas tienen su sede social en Madrid, y estas empresas generan en la actualidad más de la mitad del total de ingresos de esas 5.000. Cataluña ocupa el segundo lugar, al tener su sede social en esa región el 23 por ciento de las empresas, que generan el 18 por ciento de los ingresos. La Comunidad Valenciana, Andalucía y el País Vasco se sitúan a continuación, en un abanico entre el 6 por ciento y 8 por ciento de sedes sociales, y entre el 4 por ciento y el 6 por ciento de los ingresos generados.11 




			En términos de poder económico, la localización de sedes de las mayores empresas del país ofrece una información muy relevante. Más que en la sede social, que tiene indudables efectos fiscales, es pertinente fijarse en la sede operativa (es decir, el cuartel general operativo, que puede ser diferente a la sede social). En el caso de España, por ejemplo, la sede social del Banco de Santander está en Santander, la del BBVA e Iberdrola está en Bilbao, y la de Iberdrola Renovables (empresa en que el 80 por ciento del capital es de Iberdrola) en Valencia. Esto tiene gran importancia por lo que respecta a la satisfacción de obligaciones fiscales. Pero lo realmente relevante desde el punto de vista del impacto económico de la sede y de la clasificación y concentración de poder económico es la localización de la sede operativa. 




			En este sentido, el proceso de concentración de las sedes operativas en la capital política acaecido en España en las dos últimas décadas no tiene parangón entre los países comparables y ha sido resultado de una mezcla de procesos de privatización y de fusiones empresariales entre grandes empresas financieras y de servicios públicos. La consecuencia es que por comparación con otros países tenemos un grado superlativo de diferencia entre sede social (fiscal) y sede operativa (real). 




			La tabla 1 muestra la sede operativa12 de las diez primeras empresas con sede en el propio país, en las cinco mayores economías de la Unión Europea: Reino Unido, Francia, España, Italia y Alemania. De la información incluida en esta tabla se desprende que el ranking de la localización de las mayores empresas en España se parece mucho más al patrón que se observa en el Reino Unido y en Francia (países en los que la concentración de sedes en la capital es secular), que al de Italia y Alemania. 




			En efecto, todas y cada una de las sedes operativas de las diez mayores empresas francesas por capitalización bursátil están en la capital, París. En el caso del Reino Unido, son ocho las mayores empresas con sede operativa en Londres; las dos restantes están en Berkshire (condado contiguo al Gran Londres y que de hecho forma parte de su área metropolitana real). En el caso de España, siete entre las diez mayores tienen su sede operativa en Madrid. 




			Los casos de Italia y de Alemania son sustancialmente diferentes. En el primero, son sólo tres las mayores empresas que tienen su sede en Roma (otras tres en Milán, dos en Turín, una en Trieste y una en Bérgamo). Y en el caso alemán la dispersión es extrema; ninguna de las mayores empresas por capitalización bursátil tiene su sede operativa en la capital federal, Berlín: dos empresas están en Múnich, dos en el área de Francfort y el resto en diferentes ciudades. 
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			Con la evolución de Madrid en las últimas décadas, el estatus de capital administrativa y política se ha reforzado con el logro de la capitalidad económica. Madrid se ha acercado a lo que las dos grandes metrópolis europeas, París y Londres, representan en sus respectivos países, y al papel que ambas metrópolis desempeñan como ciudades-sede del sector financiero, de grandes servicios públicos en red (como telecomunicaciones o energía), y de medios de comunicación…, aunque la similitud es mucho menor en otros aspectos. La tabla 2 compara algunos indicadores relacionados con la capitalidad política de —otra vez— los principales países de la Unión Europea: Reino Unido, Francia, España, Italia y Alemania. En los casos de Londres y París se toman como referencia sus áreas metropolitanas funcionales, mientras que para Madrid, Roma y Berlín se toma como referencia el equivalente a la provincia, que es algo más amplia que la propia área metropolitana funcional. 
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			La posición de las áreas metropolitanas de Londres y de París-Isla de Francia en la estructura demográfica y económica de sus respectivos países es muy similar: su peso demográfico es de casi el 25 por ciento en el caso de Londres y casi el 20 por ciento en el de París. Ambas aglomeraciones multiplican por seis la población de la segunda área metropolitana (Gran Manchester en el Reino Unido, y Marsella-Bocas del Ródano en Francia). Ambas concentran el 30 por ciento del PIB de sus países. Su PIB per cápita es muy superior al promedio de la Unión Europea (entre el 50 por ciento y el 75 por ciento más), y alrededor de un 50 por ciento superior al de las segundas áreas de sus países. 




			El caso de Italia es diferente; Roma tiene un peso más moderado en la población de Italia, su población es similar (el 99 por ciento) al de la otra gran aglomeración italiana —Milán—, y el PIB per cápita de ésta es incluso algo superior al de Roma. El caso de Berlín es mucho más cercano al de Roma que al de Londres y París; no obstante, su PIB per cápita es inferior al alemán, debido a la confluencia en el área de zonas de la antigua Alemania del Este, lo que la sitúa muy por debajo de Múnich-Oberbayern. 




			Por último, el caso de Madrid/España se sitúa, en términos de posición demográfica y económica, relativamente más cerca del de Roma/Italia, aunque en España el peso demográfico y económico de la capital política es algo superior al de la segunda aglomeración, Barcelona; en cambio, Milán tiene un peso en Italia ligeramente superior al de Roma. Claramente, la posición absoluta y relativa de Madrid en la demografía y en la creación de riqueza en España se encuentra lejos de la que tienen Londres en el Reino Unido y París en Francia. 




			En conjunto, el logro de la capitalidad económica por Madrid es un hecho indiscutible, y permite superar una de las tensiones tradicionales que por largo tiempo dominó la política territorial española: la contradicción entre poder político y poder económico. La posición de Madrid ya es como la de París: la capital total. Se ha cumplido lo que Santos Juliá13 considera «pretensión secular de los reformadores madrileños, hacer de Madrid, con Madrid, algo similar a lo que ya se había hecho con París». 




			Lógicamente, algunas tensiones de tipo territorial subsistirán,14 aunque a escalas cada vez más limitadas en intensidad y alcance. Al fin y al cabo, España no es del todo parecida a Francia, como revela la información sistematizada en la tabla anterior y una mera inspección superficial de su estructura territorial y urbana. Pero, con todo, el nuevo escenario confiere una característica autocausativa al estatus de capital total de Madrid, en el sentido de que su entidad actual se convierte en su causa.15 O, como diría Willard Van Orman Quine,16 es lo  que hay. 




			



			 






			LA LÓGICA DEL KILÓMETRO CERO 


			

			





			La mayor parte de las obras públicas pueden ser gestionadas fácilmente de forma que obtengan unos ingresos específicos suficientes para sufragar el propio gasto que generan, sin imponer cargas a los ingresos generales de la Sociedad […]. Cuando las carreteras grandes […] se hacen de esta forma y están financiadas por el tráfico comercial que las usa, sólo pueden hacerse cuando la actividad comercial lo requiere. Asimismo, el gasto que imponen, su grandeza y magnificencia, deben estar ajustados a lo que la actividad económica puede sufragar […]. Una carretera magnífica no se puede hacer a través de un territorio desierto donde hay poco o ningún comercio, sólo porque sucede que lleva a la capital del administrador de la provincia, o a la de algún gran Señor a quien el administrador considera conveniente hacerle la Corte (Adam Smith, La riqueza de las naciones, 1776, la traducción es del autor).17 




		


		

		



			 






			El acceso de Madrid a la posición de capital total se debe tanto a méritos propios como al impulso recibido por algunas políticas públicas. Los primeros, por supuesto merecedores de reconocimiento,18 no son objeto de este estudio, pero sí se presta atención al impulso que han desempeñado en ese proceso las políticas públicas, y más en concreto la política central de infraestructuras de transporte. Con la finalidad de ilustrar tal impulso, se desgranan sucesivamente algunos aspectos de la política seguida en diferentes períodos históricos respecto a diversos modos de transporte. 




			Primero, la reordenación de las carreteras y de su financiación en el siglo XVIII. Segundo, la implantación de las infraestructuras ferroviarias en España, en la segunda mitad del siglo XIX. Tercero, la gran modernización de la red de carreteras en España realizada en las cuatro últimas décadas del siglo XX. Cuarto, la segunda «modernización» de la red ferroviaria, realizada mediante la implantación del tren de alta velocidad en ancho internacional de vía (aquí denominado Alta Velocidad Española —AVE—), desde la última década del siglo XX. Por último, en unos tiempos en que la gestión y el conocimiento desplazan progresivamente la importancia del cemento, el modelo de gestión de aeropuertos en España. 




			Es interesante observar que el desarrollo de la red ferroviaria convencional y el desarrollo de la red de autopistas, siguen procesos dominados por una dinámica común. El desarrollo inicial de ambas redes se produce fundamentalmente con recurso a la financiación por usuarios. Esto convierte la posibilidad de financiar la infraestructura con ingresos propios (que depende crucialmente del volumen de tráfico de mercancías y de pasajeros) en un factor primordial al seleccionar las prioridades de la inversión. En ambos casos, por tanto, las primeras líneas ferroviarias y las primeras autopistas (de peaje) se implantan en los principales trayectos de tráfico ferroviario y viario. En una segunda fase, la financiación de la inversión y el servicio pasa a descansar fundamentalmente sobre el presupuesto público, y se radializan las respectivas redes, implantando todos los corredores que convergen en Madrid, convertido en kilómetro cero de las infraestructuras de transporte interurbano. Este proceso es el que configura la fisonomía sustancialmente radial actual de nuestras redes de infraestructuras terrestres. 




			El tercer episodio, la implantación de la red ferroviaria de alta velocidad, supone la primera gran modernización de una red de infraestructuras de transporte en los dos últimos siglos que ha sido financiada en su práctica totalidad por el presupuesto público. Y, por primera vez también, el desarrollo de la red tiene desde su mismo origen características radiales, extendiéndose en todas direcciones desde el kilómetro cero. 




			El cuarto episodio, centrado en los aeropuertos, presenta unos rasgos diferentes. A pesar de la insistencia con que en España se habla de una «red de aeropuertos» por parte de las autoridades políticas y burocráticas responsables de la gestión aeroportuaria, el concepto de red es técnicamente inaplicable a los aeropuertos, pues —a diferencia de los ferrocarriles y las carreteras— éstos son equipamientos singulares que potencian la operación punto a punto. Y, en su caso, las operaciones en red son características de las compañías aéreas convencionales que ofrecen conexiones, más allá de las propias características de los aeropuertos. En este caso, por tanto, es la propia gestión del equipamiento del aeropuerto la que permite el control sobre las decisiones estratégicas que condicionan la conectividad por el lado de la oferta de la infraestructura. De ahí que la preservación de un modelo de gestión centralizado e integrado sea el instrumento apropiado para aplicar una lógica de política territorial, por encima de la propia lógica derivada de las necesidades de transporte. 




			La política de infraestructuras aplicada en las dos últimas décadas ha estado profundamente imbuida de esta lógica territorial. Así lo han reconocido de forma explícita, con gran claridad, eminentes protagonistas de la política española. Ilustrar este punto nos ocupará más tarde. Antes procede prestar atención al análisis de la aportación de las infraestructuras de transporte al sistema productivo y al bienestar social. 




			



			 






			INFRAESTRUCTURAS Y PRODUCTIVIDAD 




			



			 






			Comprender de qué forma contribuyen las infraestructuras a mejorar la productividad de la economía permite entender el criterio básico que ha seguido la política de infraestructuras en muchos países de nuestro entorno. Por ello, me parece conveniente discutir aquí cómo, por qué y bajo qué condiciones se producen tales impactos de las infraestructuras sobre la actividad económica. Esto nos proporciona un marco interpretativo que permitirá enjuiciar las motivaciones que, como veremos en apartados posteriores, han presidido la política de infraestructuras en los últimos años. 




			Los economistas se han interesado desde hace mucho tiempo por el impacto de las infraestructuras y el sistema de transporte sobre la organización del sistema productivo y, por tanto, sobre la productividad y el crecimiento de la economía. Así fue ya reflejado en la obra germinal de la ciencia económica, La riqueza de las naciones, aparecida en 1776, y que conviene citar aquí por segunda vez. En ella, Adam Smith expone de forma muy precisa la relación entre transporte y organización del sistema productivo: 




			



			 






			Mediante el transporte por agua se abre a todo tipo de industria un mercado más extenso que el que proporciona el transporte terrestre […]. Un gran vagón rodado […] lleva y trae entre Londres y Edimburgo alrededor de cuatro toneladas de mercancías en seis semanas. En más o menos el mismo tiempo, un barco operado por seis u ocho hombres […] transporta habitualmente doscientas toneladas de bienes […]. Si sólo existiese la comunicación por tierra entre ambas ciudades […] no se podrían transportar bienes […] excepto aquellos de un precio muy considerable […] se podría transportar sólo una pequeña parte del comercio que realmente existe entre ellas, y por tanto sería mucho menor el estímulo que se proporcionarían recíprocamente la industria de una y otra ciudad (Adam Smith, La riqueza de  las naciones, 1776, la traducción es del autor).19 




			



			 






			Ciertamente, la cita es larga, pero es difícil explicar con mayor claridad el impacto de las infraestructuras y de los servicios de transporte sobre la productividad. En sustancia, la eficacia en la provisión de la oferta de transporte origina beneficios en el sistema productivo, que se ponen de manifiesto principalmente por dos vías: (1) la reducción de los costes de distribución de los productos de los sectores productivos; y (2) la expansión del producto y de las áreas de mercado, lo que facilita la emergencia de economías de escala en la producción. 




			Sin embargo, esta visión clásica del efecto del sistema de transporte, y por tanto de las infraestructuras, sobre la economía, quedó escondida durante muchos años por aproximaciones de tipo más macroeconómico. En esta visión, el impacto de las infraestructuras sobre la actividad económica se analiza poniendo énfasis en el efecto de la inversión pública. Así, inversión es vista ante todo como un shock de demanda sobre la economía. Este shock de demanda aumenta la actividad económica y tiene efectos positivos sobre la creación de empleo —sobre todo si se produce en una situación de crisis económica— además de otros efectos de tipo macroeconómico que no es necesario detallar ni discutir aquí. Éste es un legado que los economistas han recibido de la obra de John Maynard Keynes, entre cuyos trabajos es especialmente conocido e influyente la Teoría general del empleo, el  interés y el dinero, publicado en 1936. Una nota que procede destacar es que estos efectos se producen a corto plazo, y derivan del propio proceso de ejecución de la inversión. Una vez finalizada la construcción, su efecto se diluye progresivamente en el tiempo, hasta desvanecerse totalmente. Por ello, si se han hecho inversiones en infraestructuras de poca utilidad, no hemos logrado mucho. 




			Sólo a finales de los ochenta vuelve a situarse el énfasis en la discusión del impacto de las infraestructuras sobre los costes del sistema productivo. El análisis económico reciente da mucha más importancia a los efectos a largo plazo de las infraestructuras. Esto implica una perspectiva diferente (aunque no opuesta ni excluyente), en la medida en que se mira la inversión en capital público como un shock de oferta sobre la economía. 




			Sus características más importantes son las siguientes: (1) la actividad relevante es la utilización de la infraestructura, una vez que la misma ha entrado en servicio; (2) la entrada en servicio de la infraestructura —nueva— hace posible transportar personas y mercancías. La entrada en servicio de la infraestructura —mejora/ampliación— hace posible reducir los costes del tiempo de transporte de personas y mercancías; (3) por lo que respecta a los costes monetarios del transporte, la dimensión de la reducción de los mismos depende de cómo se financia la infraestructura. ¿Se financia con presupuesto público, o con pago de peajes y tasas? 




			Por lo que respecta a los efectos, se puede destacar: 




			



			 






			1. El uso de la infraestructura implica una disminución de los costes de distribución (y de producción) en la economía. La reducción de costes afecta sobre todo al sector privado, que se encarga de producir los bienes y servicios comerciales. 




			2. La disminución de costes del sector privado implica un aumento de la productividad general de la economía, porque: (a) se pueden hacer más actividades con iguales costes: más producción. O (b) se pueden hacer las mismas actividades con menos costes. El ahorro de costes en actividades realizadas permite hacer otras nuevas: más producción. 




			3. El aumento de la productividad se traducirá en una combinación de aumento de beneficios empresariales, aumento real de salarios y aumento de empleo. Aumentan las bases fiscales de la economía. Aumenta la recaudación de impuestos (sobre beneficios, sobre la renta, etc.). 




			



			 






			Podemos, por tanto, resumir los efectos de una mejora de las infraestructuras de la siguiente forma: (1) aumenta la productividad general de la economía; (2) aumenta la actividad económica y disminuye el paro a largo plazo; (3) aumenta el potencial de recaudación de ingresos por la administración pública. Lo más destacado de estos efectos es que son efectos a largo plazo, y derivan de la utilización de la infraestructura. Duran mientras la infraestructura está en buena condición de servicio. 




			Este tipo de efectos se puede concretar con ejemplos sencillos, como la distribución de cítricos por carretera desde Valencia. Antes de que hubiese autopista entre Valencia y Madrid, un camión podía tardar bastante más de diez horas en hacer el viaje de ida y vuelta por la antigua carretera general N-III. Esto sólo posibilitaba un viaje al día, el pago de más de diez horas de salario al conductor, y un determinado nivel de consumo de combustible. La entrada en servicio de la autopista A-III deja el tiempo del viaje en alrededor de ocho horas. Esto permite un uso más intenso del camión, la reducción de casi un tercio de los costes salariales del viaje, y un ahorro en combustible, dada la mayor eficiencia energética de conducciones por autopista a velocidades en el rango 90-100 km/h. En suma, la autopista proporciona la posibilidad de soportar menos costes por transportar cítricos de Valencia a Madrid o, alternativamente, la posibilidad de una mayor distribución si se mantiene el nivel cuantitativo de costes (monetarios y temporales) anteriores. 




			Para que esta secuencia de resultados funcione adecuadamente existe un factor crítico: la mejora de la infraestructura ha de servir para prevenir o resolver algún cuello de botella. Así, el efecto será máximo cuando se amplíe la capacidad de una infraestructura congestionada y, en cambio, será mínimo cuando se amplíe la capacidad de una infraestructura que tenía una intensidad de uso baja. En este sentido, conviene alertar contra las excesivas expectativas que en muchas ocasiones genera una mejora, como si del solo hecho de aumentar la calidad se indujera un gran aumento del uso. Al fin y al cabo, la demanda de transporte depende de una gran variedad de factores, y no sólo ni principalmente de la oferta de infraestructura. Por eso, una decena de aeropuertos gestionados por AENA han tenido siempre un tráfico de pasajeros muy pequeño (por debajo de los 100.000 al año), y en algunos casos meramente marginal. 




			En suma, los efectos analizados más arriba son los que explican la importancia de las infraestructuras para la competitividad de un territorio. Tanto por su impacto sobre la productividad de su economía, como por las posibilidades de ampliación de sus mercados, y por tanto de sus espacios de interrelación económica, social y cultural. 




			



			 






			LA ¿LÓGICA? POLÍTICA DE LAS INFRAESTRUCTURAS 


				

			EN ESPAÑA 




			

		



			Es preciso, pues, que nos acostumbremos a entender toda unidad nacional, no como una coexistencia interna, sino como un sistema dinámico. Tan esencial es para su mantenimiento la fuerza central como la fuerza de dispersión […] la energía unificadora, central, de totalización —llámesele como quiera—, necesita, para no debilitarse, de la fuerza centrífuga, de la dispersión, del impulso centrífugo perviviente en los grupos. Sin este estimulante, la cohesión se atrofia, la unidad nacional se disuelve, las partes se despegan, flotan aisladas y tienen que volver a vivir cada una como un todo independiente (José Ortega y Gasset, España invertebrada, 1921).20 




		

		



			 






			La restauración de la democracia en España y la transición política alumbraron un proceso de descentralización que implicó un cierto cambio en la distribución territorial del poder político. Las estructuras centralistas heredadas del régimen franquista fueron reemplazadas por el sistema autonómico. Algunas políticas que exigen el empleo de grandes volúmenes de recursos públicos, como la sanidad y la educación, son gestionadas a nivel regional, aunque su ordenación básica y su financiación se deciden a nivel central. Si bien existe una diversidad de opiniones sobre la profundidad política real del proceso de descentralización en España, es indudable que éste generó tensiones lógicas; todo proceso de redistribución del poder las origina. Estas tensiones se acentuaron en el transcurso de la primera mitad de los noventa, en el contexto del proceso de agria confrontación política que acabó con el relevo del Partido Socialista Obrero Español por el Partido Popular en el Gobierno central en 1996. 




			Aparentemente, los responsables del nuevo Gobierno no habían leído a Ortega y Gasset. La política de infraestructuras de transporte impulsada por el Ministerio de Fomento21 fue un claro exponente del nuevo enfoque de la política territorial que se adoptó. El ministro de Fomento Rafael Arias-Salgado se reunió el 29 de septiembre de 1997 con la Comisión Nacional de Infraestructuras para las Comunicaciones del Partido Popular. Diversos medios de comunicación, como El País (22 de febrero y 3 de marzo de 1998) y La Vanguardia (25 de febrero), entre otros, dieron cumplida cuenta del contenido de la intervención del ministro, recogido en el Acta de la Reunión de la Comisión Nacional de Infraestructuras para las Comunicaciones, de 29 de septiembre de 1997, del Partido Popular. Ésta es la fuente que se usa aquí para las referencias a la intervención del ministro. 




			Según expuso Arias-Salgado, la política de infraestructuras del Gobierno estaba presidida por «la intención de un fortalecimiento del centro peninsular». Y declaró sin ambages su visión sobre la evolución de la ordenación territorial de España: «Creo que en los últimos treinta años el país se ha ido desequilibrando hacia el Mediterráneo, y esto, que no tiene a corto plazo una importancia decisiva, puede llegar a tener una importancia política estable».22 De ahí que, con el objetivo de «reequilibrar el mapa español de infraestructuras», el ministro señalara el eje prioritario de la política de su ministerio: «Poner en marcha una serie de inversiones que tengan en cuenta lo que podríamos denominar los 200 kilómetros a la redonda de Madrid y la conexión de ciertas regiones de España con el centro peninsular». 




			Ciertamente, Arias-Salgado no había leído a Ortega y Gasset, pero seguramente estaba familiarizado con el Proyecto de Ley del ministro de Fomento Miguel de Reinoso, de diciembre de 1851, en el que se proponía la construcción por cuenta del Estado de cuatro líneas de ferrocarril de primera clase, de Madrid hacia Andalucía, Castilla, La Mancha y Aragón que conectaran Madrid con los territorios a 200 y 300 kilómetros. A partir de la terminación de estas líneas, seguirían las líneas de segunda clase o ramales, que arrancarían del término de las líneas de primera hasta el mar y las fronteras.23 Más tarde, en el capítulo 3, regresamos al origen de la red ferroviaria española. 




			Es cierto que una flor no hace mayo. Pero también lo es que tras mayo suele llegar junio. Seguramente por eso, el presidente del Gobierno José María Aznar, en el debate de investidura celebrado el 25 de abril de 2000, tras la mayoría absoluta conseguida en las elecciones de marzo de ese año, exponía sus prioridades en inversiones en infraestructuras, entre las que destacaba «una red ferroviaria de alta velocidad que, en diez años, situará a todas las capitales de provincia a menos de cuatro horas del centro de la península».24 Se sobreentendía que el presidente se refería a las capitales de provincia peninsulares, y el horizonte de diez años se ha revelado como excesivamente optimista. Aunque cabe precisar que también se tardó más de diez años en hacerse realidad el objetivo de conectar todas las capitales de provincia con Madrid en los inicios de la red ferroviaria española, deseo expresado por primera vez en 1864.25 Por lo demás, la concreción práctica de las orientaciones que había avanzado el anterior ministro de Fomento en septiembre de 1997 adquirió la mayor relevancia, y ha sido el eje básico de la política de infraestructuras de transportes hasta la fecha. 




			Efectivamente, las prioridades definidas en la recta final de los noventa han mantenido su vigencia, como si las orientaciones de aquel gobierno hubiesen mantenido una hegemonía —aunque sea implícita— a prueba de cambios de partido en el gobierno. Es difícil dar mejor interpretación al contenido del discurso del presidente de Gobierno José Luis Rodríguez Zapatero en el Teatro Real de Madrid, el 1 de febrero de 2007, con motivo del acto de celebración del número 100 de la revista  La Aventura de la Historia: «El incremento y la actualización de las facultades de autogobierno de las Comunidades Autónomas que se está produciendo en estos últimos años corre parejo, de un lado, con el fortalecimiento de la musculatura del Estado, en lo que podemos considerar sus pilares básicos; y, de otro, con un aumento de la cohesión que se hace descansar en la política de infraestructuras».26 Por ello, de acuerdo con el presidente Rodríguez Zapatero, la planificación de las infraestructuras y transportes prima a las zonas más necesitadas. Expresión de objetivos de política que conservan reminiscencias de los del Gobierno que elaboró la Ley de Ferrocarriles de 1870, que enfatizaba la necesidad de incluir en la red a las «provincias desheredadas» y de superar la «desigualdad escandalosa» que había afectado a las diferentes provincias.27 




			La solidaridad, la cohesión territorial como objetivo de la política de transportes gana énfasis en esta aproximación, menos esencialista, aunque quizá más estatista. Se instituye al Estado como garante de una política de transporte cuyo objetivo fundamental declarado es la cohesión territorial, mucho más que las necesidades del sistema productivo, o la aportación de las infraestructuras a la productividad. Sin embargo, más allá de las intenciones, el resultado práctico es muy similar. Se pretende llevar el AVE a todos los rincones de España para —se dice— reforzar la cohesión y la vertebración territorial. Como expuso claramente el ministro de Fomento, José Blanco, en su intervención ante «Ágora» del diario El Economista, el 1 de junio de 2010, «con las líneas de alta velocidad construidas hasta la fecha ya hemos avanzado mucho en la conectividad entre la mayoría de Comunidades Autónomas. Por tanto, con el objetivo de asegurar la cohesión territorial, necesitamos avanzar, sobre todo, en las líneas troncales del país que todavía no han sido finalizadas. finalizar esas líneas supondría que todas la Comunidades estarían a menos de tres horas y media del centro peninsular en su punto más lejano». Ciento cuarenta años después de 1870, la cohesión territorial en España sigue significando estar conectado con Madrid. 




			En la misma lógica, se preserva el control centralizado de las decisiones estratégicas que afectan a los puertos de mar considerados de interés general, cuyo número en España es elevadísimo, incluso teniendo en cuenta las características geográficas de la península y los archipiélagos. Se mantiene la gestión de los aeropuertos bajo control centralizado para —se dice— garantizar la viabilidad de los aeropuertos más pequeños que no podrían mantenerse por sí mismos. ¿En qué medida la realidad se corresponde con esta retórica? La respuesta a esta cuestión se irá desgranando a lo largo de esta obra. 




			



			 






			¿QUÉ HA PASADO EN ESPAÑA EN LOS ÚLTIMOS 




			CUARENTA AÑOS? ECONOMÍA Y DEMOGRAFÍA REGIONAL 




			



			 






			¿Se correspondía la visión de Arias-Salgado, fundamento de la política de «fortalecimiento del centro peninsular» [sic] impulsada por Aznar, con la evolución real en lo económico y lo demográfico de España desde la década de los sesenta? La fundación BBVA publicó en 2007 el trabajo El stock y los servicios del capital en España  y su distribución territorial (1964-2005). Nueva metodología, dirigido por Matilde Mas, Francisco Pérez y Ezequiel Uriel, donde se ofrecen datos a nivel regional sobre infraestructura pública, producto interior bruto y población en la primera mitad de los sesenta y en 2004, datos con los que se ha elaborado la tabla 3.  




			A partir de los datos compilados en esta tabla se puede apreciar que de las cinco regiones en que más crece la participación de su infraestructura pública en el total de España, sólo una —la Comunidad Valenciana— está situada íntegramente en el corredor mediterráneo. También crece el peso de la infraestructura en las provincias mediterráneas de Andalucía. Sin embargo, la región que experimenta un mayor aumento en su cuota de infraestructura pública es Madrid (+ 3,39 puntos porcentuales —pp.—), y también el mayor aumento en el peso en el producto interior bruto (+ 3,79 pp.) y en la población (+ 2,23 pp.). 




			De hecho, el aumento del peso de la vertiente mediterránea en el PIB español es muy moderado, pues el crecimiento de la Comunidad Valenciana, Murcia y Baleares (+ 1,78 pp.) se ve casi compensado por la pérdida de peso de Cataluña (-1,11 pp.), y el aumento de peso en la población de esta última región es superado por el de Madrid, Comunidad Valenciana y Canarias. Parece, por todo ello, un tanto arriesgado atribuir a la vertiente mediterránea la responsabilidad de la pérdida de peso de las regiones de la meseta, excepto la región de Madrid, líder —con diferencia— de las mejoras en todos y cada uno de los registros observados. 
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